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1.Sumario 

     De aquí en adelante expondremos el tema del estado de cesación de pagos y los hechos 

reveladores por medio de los cuales se exterioriza, estableciendo, de manera concisa, como fue 

evolucionando el concepto, las distintas teorías existentes sobre el tema, las características e 

importancia de dicho estado patrimonial y las pautas para su determinación.  

Palabras clave: CESACIÓN DE PAGOS. HECHOS REVELADORES. LEY DE 

CONCURSOS Y QUIEBRAS. 

2. Evolución del concepto de Cesación de Pagos 

     Desde el derecho romano, pasando por el derecho estatutario medieval hasta el derecho 

moderno, se ha pasado de un enfoque basado en el incumplimiento de una obligación hasta el 

moderno concepto de Estado de Cesación de Pagos.  

     En el derecho romano, se pueden divisar las primeras aproximaciones de los procedimientos 

a los que eran sometidos los deudores. El incumplimiento de una promesa era algo muy grave 

y esa ejecución no se dirigía contra los bienes del deudor, sino que se dirigía contra la persona 

del deudor.  

     Este temperamento se puede observar en el Instituto de la manusiniectio, en donde no se 

liquidaban los bienes del deudor, sino que se entregaba al deudor a los acreedores. Este Instituto 

se encontraba expresamente regulado en la Ley de las XII Tablas, Maffia dice “Si un deudor 

había sido condenado por el juez (iudicatus) o hubiera confesado ante el pretor (confessus) 

disponía de treinta días de plazo para cumplir la sentencia. Trascurrido el término sin cumplir, 

el acreedor podía forzarlo a comparecer ante el pretor para que le fuera entregado como 

prisionero en su cárcel privada. Para ello pronunciaba una fórmula (porque había sido 

condenado entregarme X sestercios y no me los ha dado te pongo la mano encima por X 

sestercios Juzgados) y ponía su mano sobre el cuerpo del deudor antes testigos. Al deudor le 
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estaba vedado resistirse a esa aprehensión física y el acreedor lo conducía ante el pretor para 

que éste se lo adjudicara, es decir dispusiera la addictio” (p16). 

     En estos procedimientos, el pretor se los adjudicaba y podía darles la muerte, venderlos 

como esclavos etc. Otro procedimiento que se daba en el derecho romano era lo que se conocía 

como nexum, en donde el deudor se sometía al acreedor como siervo o esclavo y realizaba 

trabajos para éste durante un tiempo para cancelar con trabajo la obligación que había 

incumplido.  

     Más tarde aparece en Roma la lexlulia , en donde se procedía a la cesión voluntaria de los 

bienes por el deudor insolvente de buena fe.  

     Durante el trascurso de la Edad Media, se desarrolló la figura de la quiebra como instituto 

contra la insolvencia, y en los siglos XIII Y XIV se desarrolla y nace el estado de cesación de 

pagos y en sus primeros orígenes significaba el estado de quiebra. El vocablo cesante aparece 

en la Constitución de Siena de 1262, para designar al comerciante en estado de quiebra.  

     En esta época la cesión de pagos era entonces el estado de quiebra y en aquel entonces 

significaba solamente no pagar, es decir, el mero incumplimiento de las obligaciones o 

promesas asumidas. 

     En la primera codificación del derecho comercial, el código francés de 1807 dispuso en el 

art. 441 que la época de la apertura de la quiebra “es fijada sea por el retiro del deudor, sea por 

la clausura de sus almacenes, sea por la fecha de cualquier acto que constate la negativa de 

cumplir o de pagar los compromisos comerciales”, enumeración cuya aparente precisión 

quedaba destruida por la parte final: “todos los actos pre mencionados no acreditarán sin 

embargo la apertura de la quiebra sino cuando haya cesación de pagos o declaración del 

fallido”. La jurisprudencia, después de muchas vacilaciones, terminó por considerarla no 

taxativa o, lo que es igual, que el estado de quiebra podía revelarse por otros hechos. En cuanto 



5 
 

a la ley francesa de 1838, (art. 437) que modificó el código de 1807 y que ha inspirado casi la 

totalidad de la legislación posterior sobre la materia, suprimió toda enumeración y adoptó la 

fórmula doctrinaria general “cesación de pagos”, para determinar el estado de quiebra, dejando 

librada a los jueces, en forma amplia, la apreciación de los hechos reveladores del mismo. 

El estado de cesación de pagos y los “actos de quiebra” 

     Según MIGUENS (2012):  

En la primera mitad del siglo XX y prescindiendo del concurso civil, las leyes concursales 

de esa época pueden clasificarse en dos grandes grupos: 1. Las que enumeran los actos que 

hacen procedente la declaración de quiebra, denominados “actos de quiebra” (por ejemplo, 

Inglaterra, Estados Unidos, Suecia, Brasil, México, etc.). 2. Las que han adoptado una 

fórmula doctrinaria y general, comprensiva de todos los actos y circunstancias demostrativas 

de la impotencia del deudor para hacer frente a sus compromisos, dejando librada al criterio 

judicial la apreciación de los mismos en cada caso, denominándola cesación de pagos (así, 

Francia, Bélgica, Italia, España, Argentina y la casi totalidad de los países iberoamericanos) 

o bien llamándola imposibilidad de pagar o insolvencia no en el sentido aritmético sino 

económico. En la Argentina el empleo de la fórmula cesación de pagos constituye una 

tradición legislativa puesto que fue adoptada por los códigos de comercio de 1862 y de 1889, 

la ley de 1902 y el art. 1º de la ley 11719 de 1933, tradición que se continuó en la ley 

concursal 19.551 de 1972 y las posteriores. La enumeración taxativa de los “actos de 

quiebra” ha sido reputada como inconveniente por cuanto: a) el estado de quiebra es un 

estado económico complejo, que puede revelarse de muy distintas maneras; b) muchos actos 

del deudor, por su ambigüedad pueden prestarse a distintas interpretaciones: los que para 

unos son demostrativos de impotencia patrimonial, para otros pueden no serlo; c) no puede 

encerrarse en una enumeración de hechos simples algo tan complejo y que puede presentar 
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tan diversos matices, como el ECP o quiebra. El sistema de la cesación de pagos fue 

adoptado en forma ecléctica por el código de comercio francés de 1807, que estableció 

algunos casos de quiebra, pero con técnica deficiente en base a la crítica de los autores 

franceses. La ley francesa de 1838, como hemos visto en el punto anterior, adoptó la fórmula 

general de la cesación de pagos, fórmula reproducida luego por la casi totalidad de las 

legislaciones. En realidad, la condición de fondo que se exige para la falencia es la misma: 

el estado de imposibilidad de pagar. (p 503).  

Código de comercio de 1862 y su doctrina  

El código de comercio de 1862 regulaba la cesación de pagos, según MIGUENS  

De este plexo normativo puede decirse que el código se adscribe sustancialmente a la tesis 

materialista, pero reúne algunos caracteres de la tesis amplia, pues impone la obligación de 

confesar el ECP, prevé la quiebra de oficio a instancia del Ministerio Público en caso de 

fuga y establece el período de sospecha sin mención de los incumplimientos (p.503). 

Código de comercio de 1889 y su doctrina 

El código de comercio de 1889 se enrola en la tesis materialista, dispone medidas 

conservatorias de oficio a instancias del Ministerio Público o de cualquier acreedor, dispone 

que el auto de quiebra determine la fecha de la cesación de pagos y establece el período de 

sospecha.  

Ley de 1902 Nº 4156 y su doctrina 

     La ley de 1902, emplea diversa terminología para referirse a distintos aspectos del ECP: 

“estado de cesación de pagos” (arts. 2 y 52), “cesación de pagos” (arts. 3, 48, 78 y 79), “efectiva 

cesación de pagos” (arts. 6, 43, 46 y 76), “fecha de la cesación de pagos” (arts. 8, 44 y 76) e 

“imposibilidad de cumplir con las obligaciones comerciales” (art. 6).  el texto se enrola en la 



7 
 

tesis amplia por cuanto en primer lugar el juez tiene la facultad de determinar, al pronunciarse 

sobre el pedido de quiebra por acreedor por un incumplimiento, si realmente existe o no el 

ECP. En segundo lugar, porque la ley admite la quiebra en los casos de fuga y ocultación del 

deudor (arts. 52 y 1) y, en tercer lugar, en el art. 44 toma como fecha de la cesación de pagos 

“el día de la primera presentación del deudor (pidiendo convocatoria) cuando la cesación 

efectiva hubiera sido posterior”. 

Jurisprudencia anterior a 1933 

     Sobre la jurisprudencia argentina anterior a 1933 la mayoritaria se adscribe a la tesis 

materialista, estableciendo incluso que un incumplimiento único acarrea necesariamente la 

quiebra. 

La ley 11719 de 1933 y su jurisprudencia posterior 

     La ley concursal argentina número 11.719 del año 1933 se apartó, sobre el tema del estado 

de cesación de pagos, de la ley de 1902 y volviendo a la técnica de los códigos de 1862 y 1889, 

regulaba lo siguiente: el ECP como presupuesto de la quiebra (art. 1), origen comercial o civil 

del ECP (art. 2); denuncia obligatoria de las causas de la cesación de pagos y su fecha en la 

convocatoria de acreedores (art. 10); fijación de la fecha (inicial) de la cesación de pagos 

coincidente con la fecha de la presentación en convocatoria salvo que se haya producido 

anteriormente y plazo máximo de retroacción de la fecha hasta un año desde la presentación 

(art. 53); obligatoriedad de manifestar la cesación de pagos en un plazo de 3 o 4 días según el 

caso desde la cesación de pagos (art. 55); prueba del ECP por el acreedor peticionante de la 

quiebra y citación del deudor (art. 56); fijación de la fecha provisoria de la cesación de pagos 

(art. 59); opinión del síndico sobre la fecha de la cesación de pagos (art. 60); impugnación de 

la fecha de la cesación de pagos (art. 64); efectos de la fijación de la fecha de cesación de pagos 

(art. 65) y nulidad o anulabilidad de los actos del deudor posteriores a la fecha de la cesación 
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de pagos (art. 109). Durante la primera mitad del siglo XX puede sostenerse que no existe una 

interpretación jurisprudencial constante, completa y precisa sobre el concepto, con la excepción 

de algunos fallos aislados. Es digno mencionar, finalmente la adopción de la tesis amplia por 

el Proyecto Nacional de Bancarrotas de 1950, cuyo Mensaje de Elevación y arts. 1 y 2 

expresamente legislan sobre los hechos reveladores estudiados y aceptados por esa tesis, 

postura que fue reproducida por los arts. 1, 78 y 79 de la ley concursal argentina nº 19.551 de 

1972. 

Por su parte CASADÍO MARTINEZ (2011) considera  

Si repasamos la historia del requisito “cesación de pagos¨, la ley 11.719 no lo exigía 

expresamente, de modo gramatical, para iniciar la convocatoria de acreedores.  Fue así que 

la Suprema Corte de Mendoza resolvió que no era un recaudo exigido por la ley, y que por 

lo tanto se podía homologar un acuerdo arribado, sin que ella se hubiese acreditado.  Con la 

situación de la ley 19.551 se comenzó a exigir la indicación de la época de inicio de la 

cesación de pagos al peticionar la apertura de un proceso concursal, con lo cual se 

transformó en una exigencia de la petición de concurso, y así se arribó a la actual ley 24.522. 

(p.169).  

3. Concepto 

     La legislación concursal argentina no define "estado de cesación de pagos". Su 

conceptualización fue creación de la doctrina y de la jurisprudencia. Actualmente se entiende 

que cesación de pagos, como exigencia para la apertura del concurso, es un desequilibrio 

económico que acarrea un estado patrimonial que imposibilita cumplir, por parte del deudor, 

regularmente con las obligaciones exigibles. 

     Cuando se analiza este concepto, se hace referencia a la palabra "estado", para diferenciarla 

del mero incumplimiento. 
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     QUINTANA FERREYRA (1988) considera como términos equivalentes ¨cesación de 

pagos¨, ¨insolvencia¨ y ¨quiebra económica¨ y los define como “aquel estado del patrimonio 

que, sin disponibilidad de crédito, se revela impotente para atender las obligaciones exigibles, 

con los bienes normalmente realizables en oportunidad de dicha exigibilidad” (p.26).  

     GEBHARDT (2008) manifiesta “en nuestra doctrina y en la jurisprudencia, ha terminado 

por imponerse la interpretación de la cesación de pago como el estado de un patrimonio que se 

manifiesta impotente para afrontar el cumplimiento de las obligaciones exigibles…” (p 3).  

El mismo autor dice “Cabe reparar en la palabra “estado”, que se refiere a la imposibilidad de 

pagar por parte del deudor. Como expresa Mafia (1993), no quiebra quien no paga, sino quien 

no puede pagar regularmente El estado de insolvencia, entonces es la situación del empresario 

comercial que no se encuentra ya en condiciones de cumplir regularmente las propias 

obligaciones” (p.4).  

Continuando con el citado autor, 

cabe señalar que la cesación de pagos tiene como características la permanencia y la 

generalidad.  Se ha dicho, en efecto, con relación al carácter permanente, que la cesación de 

pagos no se configura frente a inconvenientes pasajeros u ocasionales, sino que constituye 

un estado de insuficiencia proyectado en el tiempo, y a la vez general, por cuanto no 

concierne a la desatención aislada de una obligación, sino a la normalidad y regularidad con 

que se da satisfacción a todas aquellas que gravan el patrimonio 

MAFFÍA, (1993) dice  

que hay cesación de pago cuando el activo disponible no permite hacer frente al pasivo 

exigible, sin importar que sea una sola la obligación insatisfecha y sin que sea necesario 

averiguar si la situación del deudor resulta irremediable comprometida o desesperante 

(p.121). 
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Dice ROUILLON, (2012) que:  

no se debe confundir ese estado del patrimonio con el llamado desequilibrio aritmético o 

déficit de activo en términos absolutos que ocurre cuando el pasivo es mayor que el activo   

Más adelante, este autor considera al estado de cesación de pagos, como un fenómeno de 

impotencia patrimonial –con características de generalidad y permanencia- por el cual no se 

puede hacer frente, con medios regulares, a las obligaciones inmediatamente exigibles 

(p.48). 

RIVERA, (2010) establece que: 

la cesación de pagos es el desequilibrio económico que importa un estado patrimonial de 

imposibilidad de cumplimiento regular de las obligaciones; es un supuesto dinámico de flujo 

de fondos insuficientes para hacer frente al cumplimiento de las obligaciones exigibles, al 

cual podemos definir, aplicando la tesis bonelliana, como el estado económico de un 

patrimonio, que se evidencia como impotente para hacer frente en forma regular a las 

obligaciones exigibles.  Indefectiblemente, este estado de cesación de pagos adquiere 

relevancia jurídica cuando se exterioriza a través de hechos reveladores (p.315) 

     CASADIO MARTINEZ (2011) define, “La cesación de pagos o “default empresarial” es el 

estado general y permanente de impotencia patrimonial, apreciado subjetivamente, que impide 

hacer frente a las obligaciones con los medios normales de financiamiento” (p.175). 

4.Teorías sobre la cesación de pagos 

     Los autores, la doctrina y jurisprudencia han establecido las distintas concepciones sobre la 

cesación de pagos en tres posturas:  la teoría materialista, la teoría intermedia y la teoría amplia, 

pasaremos abordar cada uno de ellas.  

   4.1. Teoría Materialista 
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     Los autores que se enrolan en esta postura parten del criterio de considerar a la cesación de 

pagos como un incumplimiento, basta un mero incumplimiento, no importa lo insignificante 

que sea para que se encuentre configurada la cesación de pagos para estos autores. Esa tesis 

fue sostenida hasta la reforma francesa de 1838, para esta postura bastaba solo el 

incumplimiento y no se indagaba cual era la situación patrimonial del deudor ni cuáles fueron 

las razones que lo llevaron a su incumplimiento.  

     Esta teoría sostiene que en el comercio es de fundamental importancia el cumplimiento de 

las obligaciones y tal máxima es llevada a un extremo tal que se omite considerar la situación 

patrimonial del deudor a los fines de la declaración de quiebra. Es intrascendente si puede o no 

puede pagar, el solo no pago es motivo suficiente para asumirlo en estado de quiebra.  

Los motivos que sostienen esta postura son los que pasaremos a enunciar:  

1) El comercio se funda en el crédito y este en la confianza, cumplir con las obligaciones 

es una máxima de todos los comerciantes, cuya violación no tiene justificación.  

2) No cumplir con las obligaciones es el hecho revelador más elocuente y categórico del 

estado de déficit o de la imposibilidad de pagar pues no concibe que un comerciante 

deje de pagar pudiendo hacerlo.  

3) El hecho de que el cumplimiento sea singular e insignificante lejos de destruir la 

presunción de potencia y la tornara más grave que varios incumplimientos de sumas 

elevadas.   

4) Solamente es posible atender el hecho externo del incumplimiento, toda vez que no se 

encuentran habilitadas investigaciones sobre la hacienda y libros del deudor.  

     Esta tesis fue dejada de lado hace más de 50 años, las critica que se le hace al respecto, 

especialmente MAFIA, es que la misma se abandonó por una excesiva rigurosidad ya que el 

deudor puede dejar de cumplir una obligación por razones circunstanciales en un trasfondo de 
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cumplimiento generalizado. A mayor abundamiento Martorrel manifiesta que las críticas que 

se le han hecho a esta postura son las siguientes,  

1) Se desconoce el origen histórico del instituto, ya que nunca fue una vía de ejecución 

contra el deudor que no paga una deuda a su vencimiento sino una defensa contra la 

insolvencia.  

2) Se prescinde del fundamento jurídico económico del procedimiento colectivo que no 

es el de liquidar un patrimonio frente a la falta de pago de una obligación, sino liquidarlo 

cuando se presente impotente para afrontar en forma normal y regular el cumplimiento 

de sus obligaciones.  

3) Conduce a consecuencias injusta derivadas básicamente de lo arriba explicado.  

     En nuestra opinión, consideramos que la tesis materialista peca de excesiva rigurosidad 

atento a que el deudor puede dejar de cumplí con una obligación por razones circunstanciales, 

y el mero incumplimiento acarrea un severo castigo, lo que brinda una protección a las 

operaciones comerciales, convirtiendo a la quiebra en un medio compulsivo de cobro de 

créditos. -  

   4.2. Teoría intermedia 

     Los autores, que propician dicha postura consideran a la cesación de pagos como un estado 

patrimonial, el cual solo puede exteriorizarse incumplimientos efectivos, esta postura avala que 

no puede haber cesación de pagos, sin incumplimientos, pero no necesariamente el 

incumplimiento acarrea un estado de quiebra, sino que el juez debe apreciar para determinar si 

obedecen a la falta de recursos y denotan un estado de impotencia patrimonial.  

     Dicha tesis les quita relevancia a otras formas de exteriorización de insolvencia como 

recurrir a medios ruinosos, cierre de establecimiento, fuga del deudor etc.  
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     Si hacemos una comparación con la teoría materialista, como punto de conexión 

encontramos el hecho que sin incumplimiento no puede haber quiebra, y la diferencia 

fundamental entre ambas tesis la encontramos en la diferencia conceptual, atento a que la 

cesación de pagos no queda reducida al hecho jurídico del incumplimiento, sino que es un 

estado económico del patrimonio. 

     Entre los motivos esgrimidos, por los seguidores de esta postura, podemos mencionar, que, 

a) Es fundamental en el comercio el estricto cumplimiento de las obligaciones, ya que si 

el deudor cumple no se puede objetar su insolvencia.  

b) Se puede observar una dificultad en la investigación de los libros de los deudores, y 

solamente hay que tener en cuenta el incumplimiento de las obligaciones del deudor. 

c) En esta postura el juez puede apreciar si realmente el deudor está o no en estado de 

cesación de pagos.   

     Las críticas que se le pueden desarrollar a dicha tesis, es que desconoce la realidad histórica 

en la cual se desarrolló ya que desde tiempo remotos las leyes de sobe insolvencia tuvieron 

lugar con la fuga y cierre de almacenes como hechos reveladores de la cesación de pagos que 

permitieron la declaración de quiebra.  Otra critica que ha recibido es que no admite otros 

hechos, fuera de los que constituyen incumplimientos, a los efectos de demostrar la insolvencia.  

     En relación a esta tesitura consideramos desde nuestra humilde opinión que la misma 

aqueda a mitad de camino, porque la misma se manifiesta solo a través de incumplimientos, 

determina a la cesación de pagos como un estado patrimonial de importancia para hacer frente 

a las obligaciones exigibles siendo muy acotada atenta a que no admite otra forma de 

exteriorización de insolvencia solo se atine a los incumplimientos dejando de lado hechos. 

4.3. Teoría amplia 
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     Para los autores que avalan dicha postura la cesación de pagos es un estado patrimonial 

generalizado permanente que refleja la imposibilidad de pagar obligaciones exigibles y que 

puede ser exteriorizado por actos o hechos cuya enumeración no puede ser taxativa el cierre de 

establecimientos, el empleo de medio ruinosos. Los autores que avalan dicha postura pregonan 

que el estado de cesación de pagos es un estado se revela por hechos exteriorizados en donde 

el juez debe realizar una valorización de indicios acerca de la impotencia de ese patrimonio, 

por lo cual el mero incumplimiento resulta ser solo un hecho revelador esta postura considera 

que no es posible realizar una numeración taxativa de hechos reveladores.  

     Fernández Raymundo manifiesta que “la insolvencia de pagos preexiste al incumplimientos, 

pues si el deudor no cumple es precisamente porque su estado económico no se lo permite; el 

incumplimiento es un hecho jurídico generado por el fenómeno económico de la cesación de 

pagos, estado patrimonial que se revela por hechos exteriores, entre los que figuran en primer 

término, el incumplimiento de las obligaciones, y a la par de éste todos los actos del deudor 

que pongan de manifiesto su  impotencia frente a las deudas o imposibilidad de pagar o 

insolvencia, como por ejemplo su confesión expresa judicial o extrajudicial (presentándose en 

quiebra solicitando concordato) su confesión implícita (fuga, ocultación cierre de las oficinas 

o  almacene etc.) el recurrir a expedientes ficticios ruinosos o fraudulentos para obtener 

recursos con el fin de continuar materialmente los pagos.” 

     Asimismo, la doctrina y jurisprudencia que se enrola en dicha postura manifiesta que el 

estado de cesación de pagos debe ser un estado general y permanente, poniendo al deudor en 

la imposibilidad de cumplir regularmente con sus obligaciones.  

     Nos enrolamos y compartimos dicha postura amplia, porque reconoce que la cesación de 

pagos es un estado patrimonial generalizado permanente el cual refleja la imposibilidad de 
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pagar obligaciones exigibles y que se exterioriza por actos o hechos que no son taxativos, da 

un abanico de posibilidades más amplio.  

5. Características de la cesación de pagos 

   5.1. Estado patrimonial 

     Hay que hacer una diferenciación entre el estado patrimonial, con el mero incumplimiento.   

El incumplir con una obligación, no siempre se debe a la imposibilidad de cumplimiento, ya 

que el deudor puede incumplir por el sólo hecho de negarse a hacerlo, sin que por ello esté en 

cesación de pagos. El deudor se encuentra en la imposibilidad permanente y definitiva de 

cumplir con sus obligaciones exigibles. 

     Debe distinguirse el estado de cesación de pagos del incumplimiento y es por ello que los 

hechos reveladores de aquél deben tender a acreditar que el deudor está imposibilitado de hacer 

frente a sus obligaciones en una forma general, de manera de no permitir afrontarlos 

compromisos contraídos. 

   5.2. General y permanente  

     Las principales características del estado de cesación de pagos son sus notas de generalidad 

y permanencia. Existe generalidad cuando el estado de cesación de pagos afecte todo el 

patrimonio del deudor, en su conjunto. 

     La generalidad se ve reflejada en que el deudor se encuentra imposibilitado de hacer frente 

a sus deudas, por eso se manifiesta a veces a través de hechos reveladores de su existencia 

como son las omisiones en los incumplimientos o el pago irregular de las obligaciones.  Vale 

aclarar que se entiende por pago irregular que no se hace frente a las obligaciones de la forma 

usual en el comercio que integra el deudor, sino que se va cancelando la deuda degradando el 

patrimonio del deudor ya sea dando bienes en pagos, siempre que dicha modalidad no haya 
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sido la acordada, o cediendo créditos, etc.  Se puede agregar que estos pagos son violatorios 

del principio de paridad de los acreedores ya que son revocables si se encuentran dadas las 

condiciones, pero es necesario poner de resalto que estos pagos irregulares generan que el 

deudor no pueda pagar con medios regulares, y que existen acreedores a los que no se les ha 

pagado ni siquiera de modo irregular.  

     Por otro lado, existe permanencia cuando la cesación de pagos se prolonga en el tiempo y 

no sólo es una mera iliquidez momentánea, transitoria y pasajera. 

     La permanencia del estado de cesación de pagos se traduce en la imposibilidad definitiva 

del deudor de atender sus débitos con medios normales y regulares. 

 5.3. Imposibilidad de cumplir  

     Ese estado de cesación de pagos lleva al deudor a la imposibilidad de cumplir. La 

insolvencia en la que se encuentra el deudor no consiste en dejar de pagar, en un 

incumplimiento, sino en la imposibilidad de pagar. Pero qué sucede si el deudor pudiendo 

cumplir no lo hace.  Aquí surgieron dos corrientes diferenciadas. Una primera corriente opina 

que el acreedor no puede solicitar la quiebra del deudor, sino que debe seguir la vía de ejecución 

individual. La otra postura sostiene que, si el deudor que pudiendo pagar no lo hace, puede ser 

declarado en quiebra ya que con su conducta atenta contra el interés legítimo de sus acreedores.  

   5.4.  De manera regular  

     El deudor se encuentra en un estado de cesación de pagos cuando no cumple de manera 

regular con sus obligaciones.  Esto es, no lo hace en el plazo convenido, ni en la especie 

estipulada ni con los medios normales ni con todos los acreedores. Sostiene RIVERA (2010) 

“La regularidad implica el cumplimiento de las obligaciones de manera ordinaria” (p.322). 

   5.5. Obligaciones exigibles  
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     Las obligaciones no cumplidas que llevan al estado de cesación de pagos son las exigibles. 

Esto es, aquellas que se le puede exigir su cumplimiento inmediato al deudor. 

   5.6. Indiferencia de la naturaleza de las obligaciones  

     Para llegar al estado de cesación de pagos, es indiferente que las obligaciones incumplidas 

de forma regular y generalizada, sean civiles o comerciales. De hecho, el artículo 1°, primer 

párrafo, de la Ley de Concursos y Quiebras dice: "El estado de cesación de pagos, cualquiera 

sea su causa y la naturaleza de las obligaciones a las que afecte, es presupuesto para la apertura 

de los concursos regulados en esta ley" 

   5.7. La exteriorización por los hechos reveladores 

     La cesación de pagos que no se exterioriza, no existe. Es por ello que debe manifestarse a 

través de hechos exteriores y susceptibles de demostrar la imposibilidad de cumplir en la que 

se encuentra el deudor. Esto es lo que se denomina hechos reveladores, por medio de los cuales 

se demuestra la insolvencia del deudor. El artículo 79 de la LCQ establece una enumeración 

de hechos reveladores del estado de cesación de pagos, la cual es meramente ejemplificativa, 

ya que el juez puede tener en cuenta otros hechos reveladores no enunciados en el mismo. 

6. Importancia de la determinación de la fecha de cesación de pagos 

     Recuerda RIVERA (2010) que “…la determinación de la fecha de inicio de la cesación de 

pagos del fallido que prevé la ley 24.522 es uno de los actos más trascendentales de todo 

proceso liquidativo y su importancia –tal como lo ha destacado Claudio CASADÍO 

MARTINEZ- se refleja en que su fijación es vital por sus efectos en múltiples situaciones, tales 

como: 

- El derecho de receso ejercido estando la sociedad en cesación de pagos, en cuyo caso 

los recedentes deben reintegrar lo que han percibido por ese motivo (149 LC); 
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- La extensión de la quiebra a los socios ilimitadamente responsables que se hubieran 

retirado o hubieran sido excluidos de la sociedad en quiebra por deudas a la fecha de 

inscripción (art. 160 LC); 

- La responsabilidad de representantes, administradores, mandatarios o gestores de 

negocios del fallido y terceros que actuasen dolosamente (arts. 173 y 174 LC) por actos 

anteriores a un año de cesación de pagos; 

- La extensión de la inhabilitación a personas físicas integrantes del órgano de 

administración desde la fecha de cesación de pagos (art. 235 LC); 

- El cómputo del plazo de duración de la inhabilitación para las personas antes indicadas, 

que es de un año desde quedar firme esta sentencia (art. 236 LC); 

- El inicio del período de sospecha para el ejercicio de las acciones respecto de los actos 

ineficaces de pleno derecho (art. 118 LC) o por conocimiento de la cesación de pagos 

(art. 119 LC).” (p.318) 

7. La cesación de pagos en la ley de Concursos y Quiebras – Ley 24.522 

     La legislación concursal argentina se alinea en la teoría amplia de la cesación de pagos. 

  7.1. Presupuesto objetivo: cesación de pagos  

     7.1.1. Artículo 1 LCQ [Cesación de Pagos] – “El estado de cesación de pagos, cualquiera 

sea su causa y la naturaleza de las obligaciones a las que afecte, es presupuesto para la apertura 

de los concursos regulados en esta ley, sin perjuicio de lo dispuesto por los arts. 66 y 69” 

     Como regla general, el presupuesto objetivo de la apertura del concurso preventivo y de la 

declaración de quiebra es la concurrencia y demostración del estado de cesación de pagos en 

que se encuentra el deudor.  El art. 1 reconoce algunas excepciones a esta regla: 

- Artículo 66 LCQ: para la apertura del concurso en caso de agrupamiento basta con que 

uno de los integrantes del mismo se encuentre en estado de cesación de pagos, con la 
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condición de que dicho estado afecte a los demás integrantes del grupo económico.  Es 

decir que es innecesario que se configure el presupuesto objetivo concursal en todos y 

cada uno de los sujetos miembros del agrupamiento 

- Artículo 69 LCQ: para obtener un acuerdo preventivo extrajudicial, la ley requiere que 

el deudor se encuentre en cesación de pagos o que tenga dificultades económicas o 

financieras de carácter general. Es decir que es innecesario que haya sobrevenido la 

insolvencia del deudor. 

     Cuando el deudor presenta su solicitud de concurso preventivo o la declaración de su propia 

quiebra ante el juez competente (Art. 3 LCQ), debe denunciar su estado de cesación de pagos.  

Así lo exige el art. 11 inc. 2: “Son requisitos formales de la petición de concurso preventivo: 

2) explicar las causas concretas de su situación patrimonial con expresión de la época en que 

se produjo la cesación de pagos y de los hechos por los cuales ésta se hubiese manifestado…” 

     Sostiene RIVERA (2010) “…es el deudor quien debe demostrar que no se halla en estado 

de cesación de pagos, normalmente depositando –en pago o a embargo- el monto del crédito 

con más sus accesorios.”. (p 326) 

  7.2. Hechos reveladores 

     Como se ha venido viendo de la exposición del presente trabajo, los hechos reveladores 

siguen siendo el presupuesto objetivo del estado de cesación de pagos, cualquiera fuere la 

naturaleza de las obligaciones que se afecte, conforme el artículo 1 de la ley vigente, sin 

perjuicio que hay variaciones y excepciones a esta regla, las cuales más adelante pasaremos a 

explicar.  

Artículo 78 LCQ [Prueba de la Cesación de Pagos] – “El estado de cesación de pagos debe 

ser demostrado por cualquier hecho que exteriorice que el deudor se encuentra 
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imposibilitado de cumplir regularmente sus obligaciones, cualquiera sea el carácter de ellas 

y las causas que lo generan” 

     El artículo precedente se aplica a la quiebra directa, ya que en la quiebra indirecta no es 

necesario probar el estado de cesación de pagos, en virtud de que el mismo se acredita por la 

frustración del concurso preventivo. 

     La impotencia patrimonial del deudor está dada por la imposibilidad de pagar.  Esa 

imposibilidad puede ser demostrada por cualquier hecho que exteriorice que el deudor está 

imposibilitado de cumplir de manera regular sus obligaciones, para lo cual basta con la mora 

en el incumplimiento de una obligación, en virtud de lo cual el artículo precitado no exige la 

pluralidad de acreedores. 

     La acreditación de la exteriorización de los hechos tendientes a probar la cesación de pagos, 

solo se exige cuando es el acreedor quien solicita la quiebra de su deudor.  Por tal razón el art. 

83 LCQ requiere que el acreedor pruebe su crédito, los hechos reveladores de la cesación de 

pagos y que el deudor está comprendido en el art. 2 LCQ. 

     Cuando la quiebra es pedida por el propio deudor, dice ROUILLION (2012) 

La misma presentación del deudor peticionando su propia quiebra implica confesión judicial 

del estado de cesación de pagos, revistiendo –por ello- la máxima eficacia probatoria acerca 

de la existencia de la insolvencia, lo que releva al juez de todo análisis sobre el presupuesto 

objetivo de la quiebra (p.194). 

     Es dable señalar que algunos Tribunales exigen al acreedor peticionante de la quiebra de 

mostración de la cesación pagos, aquí vemos un razonamiento totalmente erróneo, porque si el 

acreedor probase la cesación de pagos, es innecesario la citación del deudor para de que 

explicaciones. 
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     Asimismo, vale remarcar que, aunque el acreedor demuestra los hechos reveladores de la 

cesación de pagos, eso solo no implica la quiebra del deudor, el juez sea quien deberá 

determinar si existe o no cesación de pagos mediante la determinación de la regla de la sana 

critica. 

Artículo 79 LCQ [Hechos reveladores] – “Pueden ser considerados hechos reveladores del 

estado de cesación de pagos, entre otros: 

1) Reconocimiento judicial o extrajudicial del mismo, efectuado por el deudor 

     Es la manifestación que hace el deudor de encontrarse “in malis”, ya sea judicialmente al 

presentarse en concurso preventivo o al pedir su propia quiebra. Dice CASADIO MARTINEZ 

(2011) “Una situación especial representa el caso de haberse celebrado convenios preventivos 

extrajudiciales, que en nuestra opinión implican el reconocimiento de la existencia de una 

cesación de pagos, salvo que expresamente surja de ellos, y de la manera en que se celebraron, 

que el deudor sólo se encontraba en una dificultad pasajera.” 

     La jurisprudencia ha tenido ocasión de expedirse al respecto al revisar el rechazo de la 

petición de apertura del concurso preventivo del garante de una sociedad, quien solicito su 

concurso preventivo luego del concursamiento de su avalada, en la inteligencia que, frente a 

ese evento no podría hacer frente al cumplimiento regular de sus obligaciones toda vez que 

carecería de medios para atender las obligaciones afianzadas. En primeras instancias fue 

rechazada la apertura porque carecía de medios no fue intimado de pago por ningún acreedor.           

La Sala actuante revoca el fallo, ponderando que el deudor agrega documentación que prueba 

que los acreedores financieros de la avalada dirigieron sus reclamos contra él, pero con el 

siguiente argumento fue suficiente hecho revelador de la cesación de pagos del reconocimiento 

el deudor (CNCOM SALA D 1995 GALATOLA FRACISCO CONCURSO PREVENTIVO) 

2) Mora en el cumplimiento de una obligación. 
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     Antes de centrarnos en la ley, podemos dar una definición de Mora, la cual se encuentra 

consagrada en el art:  

Artículo 724 CCyC.- “Definición. La obligación es una relación jurídica en virtud de la cual 

el acreedor tiene el derecho a exigir del deudor una prestación destinada a satisfacer un 

interés lícito y, ante el incumplimiento, a obtener forzadamente la satisfacción de dicho 

interés.” 

Artículo 886 CCyC.- “Mora del deudor. Principio. Mora automática. Mora del acreedor. La 

mora del deudor se produce por el solo transcurso del tiempo fijado para el cumplimiento 

de la obligación.” 

     RIVERA (2010), considera que la mora en el cumplimiento de una obligación “Es el hecho 

revelador de la cesación de pagos por excelencia; incluso podría decirse que en algunos casos 

es el presupuesto objetivo de apertura concursal.” (p. 322). 

     Del presente inciso, puede interpretarse que basta con un incumplimiento para que se 

manifieste el estado de cesación de pagos en el que se encuentra el deudor moroso. 

3) Ocultación o ausencia del deudor o de los administradores de la sociedad, en su 

caso, sin dejar representante con facultades y medios suficientes para cumplir sus 

obligaciones. 

     En opinión de RIVERA (2010) “Es una situación de hecho que revela la insolvencia del 

deudor; aparece ya en los primeros ordenamientos medioevales, en los que era conocida como 

“fuga”.” (p. 322) 

     La ocultación o ausencia a la que se refiere el inciso, es aquella llevada a cabo con 

intencionalidad, es decir, el deudor la tiene que llevar a cabo en miras de no cumplir con sus 

obligaciones. Por lo tanto, no hay abandono u ocultación en aquellos casos en los cuales el 

deudor temporalmente deja se domicilio por cuestiones ajenas a la intención de esquivar sus 

compromisos. 
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     Para CASADIO MARTNEZ (2011) la palabra “representante” no debe ser entendida en 

sentido estricto, pues puede tratarse de un cajero o tesorero, o de un familiar o amigo –nos 

permitimos agregar-, que se encuentre en condiciones de poder abonar las deudas reclamadas, 

dado que la simple ausencia no implica cesación de pagos, sino que ésta derivará (por así 

decirlo) de la morosidad consecuente que se operará al no encontrarse el deudor al vencimiento 

de sus obligaciones (p.181). 

4) Clausura de la sede de la administración o del establecimiento donde el deudor 

desarrolle su actividad. 

     La clausura debe ser intencional por parte del deudor y no la que lleva a cabo la autoridad 

pública que provenga por vía de sanción, como consecuencia de por violación a las leyes.     

Además, debe ser definitiva. 

     CASADIO MARTINEZ (2011) sostiene “Un ejemplo clarificará la cuestión.  Piénsese en 

el caso de un deudor propietario de un único establecimiento gastronómico que es clausurado 

por salud pública por falta de higiene y que hecho trasciende de manera notoria.  En este caso 

la clausura no causó la cesación de pagos; es más, nos atrevemos a decir que ni siquiera es un 

hecho revelador de ella.  No obstante, sí será causal de la muy probable reducción de ingresos 

consecuente que se produzca y podrá ser considerada por el síndico como la fecha en que se 

inició la cesación de pagos, por las consecuencias que se derivan de ella.”. (p 181) 

5) Venta a precio vil, ocultación o entrega de bienes en pago. 

     En primer lugar, este inciso hace referencia a la venta de bienes a precio vil, esto es, a un 

precio menor que el que, en condiciones normales, podría haber obtenido en el mercado, lo 

cual produciría un agravamiento de la situación patrimonial del vendedor (que en este caso 

sería el fallido).  
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     Seguidamente, el inciso menciona el caso de la ocultación de bienes. En este caso, el deudor 

lleva a cabo cualquier maniobra fraudulenta para sustraer sus bienes de su patrimonio. Este 

ocultamiento es en perjuicio de los acreedores.  

     Por último, el inciso se refiere al hecho de pagar con bienes distintos a la especie debida. 

     Dice QUINTANA FERREYRA (1988) “…actitud ruinosa se evidenciará si para pagar una 

deuda en dinero se entregan bienes al acreedor; tal actitud no constituye jurídicamente un pago, 

porque en estricto derecho no se ha dado cumplimiento a la prestación de que es objeto la 

obligación…”. (p.25). 

6) Revocación judicial de actos realizados en fraude de los acreedores. 

     Este inciso hace referencia a los actos revocados por la acción pauliana regulada en el 

Código Civil y Comercial.  

Artículo 338 CCyC.- Declaración de inoponibilidad. Todo acreedor puede solicitar la 

declaración de inoponibilidad de los actos celebrados por su deudor en fraude de sus 

derechos, y de las renuncias al ejercicio de derechos o facultades con los que hubiese podido 

mejorar o evitado empeorar su estado de fortuna. 

Artículo 339 CCyC.- Requisitos. Son requisitos de procedencia de la acción de declaración 

de inoponibilidad: (…); b) que el acto haya causado o agravado la insolvencia del 

deudor;(…) 

     Para QUINTANA FERREYRA (1988) “La acción constituye una evidente prueba del 

estado económico de insolvencia que hace procedente la declaración en quiebra, porque 

importa un requisito para la viabilidad de la acción pauliana”. (p25) 

7) Cualquier medio ruinoso o fraudulento empleado para obtener recursos.” 

     Aquí nos encontramos ante aquellos casos en los que, para disimular su insolvencia, el 

deudor echa mano a la realización de actos que perjudican más su estado patrimonial, o a 

terceros.  
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     De esta manera, CASADIO MARTINEZ (2011) considera “Préstamos usurarios, plazos 

excesivamente cortos, entrega de bienes, ventas simuladas, documentación de deudas por 

montos mayores a los reales, sirven para ejemplificar algunas de estas situaciones.”. (p189) 

     El Artículo 79 LCQ tiene carácter no taxativo, por lo que el juez tiene libertad para apreciar 

otros hechos no denunciados. En opinión de GEBHARDT (2008) 

Los signos reveladores de la insolvencia, es decir, aquellos hechos que traducen de manera 

inequívoca la imposibilidad del deudor de cumplir regularmente con sus obligaciones con 

los recursos normales, deben ser apreciados, en cada caso, teniendo en cuenta las 

circunstancias que los rodean y en conjunto, cuando sean varios, dado que –como 

integrantes del estado patrimonial- forman u todo único e indivisible. 

     Para CASADIO MARTINEZ (2011) “…más allá de que la cesación de pagos sea uno de 

los aspectos sustanciales de la quiebra, es la exteriorización de la cesación de pagos lo único 

que se conoce en el mundo exterior y que puede permitir la declaración del estado de falencia” 

(p.175). 

     QUINTANA FERREYRA (1988) manifiesta que “…los hechos reveladores constituyen 

indicios o presunciones que –dentro del sistema de la libre convicción- deberán ser apreciados 

por el juez de acuerdo con las reglas de la sana crítica” (p.41) 

7.3 Efectos de la de cesación de pagos 

     En la quiebra, la fecha de inicio de la cesación de pagos, debe ser establecida por medio de 

una resolución dictada por el juez.  Esto no es así en el concurso preventivo. 

Sostiene QUINTANA FERREYRA, (1988):  

    Salvo un acontecimiento súbdito, la cesación de pagos es consecuencia de una serie de 

sucesos que encadenados agravan la situación económico-financiera, de manera insensible 

y hasta devenir irreversible.  Sin entrar a mencionar los diversos motivos por los cuales el 

deudor dilata el cumplimiento de la obligación de denunciar ese estado, ya sea pidiendo la 
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apertura de su concurso preventivo o su propia quiebra, señalamos que no cabe duda acerca 

de la dificultad para determinar judicialmente el comienzo de la cesación de pagos. (p.41) 

       7.3.1. Artículo 115 LCQ [Fecha de cesación de pagos: efectos] – “La fecha que se 

determine por resolución firme como de iniciación de la cesación de pagos, hace cosa juzgada 

respecto del fallido, de los acreedores y de los terceros que intervinieron en el trámite para su 

determinación y esa presunción admite prueba contraria respecto de los terceros que no 

intervinieron. 

Cuando la quiebra se declare por alguna de las causas del Artículo 77, inciso 1, o estando 

pendiente el cumplimiento de un acuerdo preventivo, la fecha a determinar es la que 

corresponda a la iniciación de la cesación de pagos, anterior a la presentación indicada en el 

Artículo 11.”  

     De acuerdo a lo estipulado por el artículo precedente, podemos estar en presencia de dos 

fechas diferentes del inicio de la cesación de pagos.  Si bien, por un lado, la resolución que 

establece el juez fijando la fecha de cesación de pagos, hace cosa juzgada respecto del fallido, 

todos los acreedores y los terceros que intervinieron en el trámite de su determinación, por el 

otro lado dicha resolución constituye una presunción iuris tantum para los terceros que no 

intervinieron, “terceros que otorgaron actos con el deudor en el período de sospecha, 

susceptibles de ser declarados ineficaces”.  

     En virtud de lo cual, ese tercero no interviniente puede echar por tierra dicha fijación si 

logra desvirtuarla aportando las pruebas necesarias, esto es, hechos y circunstancias 

reveladoras que fundamenten su postura.  Considerando que la vía apta para que dicho tercero 

cuestione la fecha de cesación de pagos es precisamente el propio proceso de revocatoria 

incoado en su contra y no la vía incidental, ya que el proceso ordinario le da garantías de 

destruir esa presunción iuris tantum.  
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     Para QUINTANA FERREYRA (1988) “Tanto la cosa juzgada como la presunción se 

refieren al alcance retroactivo que la ley otorga a la sentencia de quiebra, que habilita la 

declaración de ineficacia de los actos ejecutados por el deudor en detrimento de su 

patrimonio…”. (p.303) 

     En su parte final, el artículo 115 LCQ establece que, si se declara la quiebra indirecta o si 

la quiebra fue declarada por estar pendiente el cumplimiento de un acuerdo preventivo, se 

tomará en cuenta la cesación de pagos que se produjo con anterioridad al pedido de apertura 

de concurso preventivo. 

     Siguiendo con QUINTANA FERREYRA, (1988) el autor establece  

si la quiebra de la deudora fue concretada a raíz del incumplimiento de las cláusulas del 

concordato homologado, la fecha de la efectiva cesación de pagos de la hoy fallida, debe 

retrotraerse a la de su presentación en convocatoria, en que se produjo según lo manifestado 

por ella el estado de impotencia patrimonial que diera origen a su pedido (p.304). 

     La ley tiene en miras la reconstrucción del patrimonio del fallido mediante la aplicación de 

las pautas establecidas en los artículos 118, 119 y 120 LCQ, para lo cual es necesario que se 

haya determinado la fecha del estado de cesación de pagos. 

7.4 Retroacción 

Dice ROUILLION (2012) 

el estado de cesación de pagos preexistente a la declaración judicial de quiebra se le asigna 

la virtualidad de incidir sobre ciertas relaciones contraídas durante un lapso inmediatamente 

anterior a la sentencia de falencia.  Este lapso es el llamado período de sospecha, cuya 

importancia principal reside en el juego, durante el mismo, de las acciones de recomposición 

del patrimonio del fallido o acciones de ineficacia concursal.    El período de sospecha, en 

nuestra ley vigente, es el lapso incluido entre la fecha que se fija judicialmente como inicio 

del estado de cesación de pagos y la fecha de la sentencia de quiebra (p.224). 



28 
 

  7.4.1. Artículo 116 LCQ [Fecha de cesación de pagos: retroacción] – “La fijación de la fecha 

de iniciación de la cesación de pagos no puede retrotraerse a los efectos previstos por esta 

sección más allá de los dos (2) años de la fecha del auto de quiebra o de presentación en 

concurso preventivo. 

     [Período de sospecha] Denominase período de sospecha al que transcurre entre la fecha que 

se determine como iniciación de la cesación de pagos y la sentencia de quiebra.” 

     El artículo en estudio prescribe que la fecha de inicio del estado de cesación de pagos no 

puede ir más allá de los dos años anteriores a la quiebra o a la presentación del concurso 

preventivo, pero esto es “a los efectos de esta sección”.  Es decir que si la fecha fijada por el 

juez como de comienzo del estado de cesación de pagos, no supera los dos años desde la 

resolución que la fijó, el período de cesación coincidirá con la retroacción.  Pero si supera dicho 

límite, los mismos serán diferentes, reservando la LCQ la retroacción para las inoponibilidades 

concursales de los artículos 118 y 119. En nuestro sistema, la determinación de la fecha de 

inicio del estado de cesación de pagos será fijada judicialmente a través del procedimiento 

determinado por la ley teniendo en cuenta los hechos reveladores de aquel estado, sin ningún 

límite temporal. 

     Podemos decir que la concepción sospecha es un concepto jurídico, que implica 

desconfianza y que se constituye sobre la base de las apariencias. Esta concepción jurídica 

sostiene una carga emotiva negativa, una presunción negativa. - 

     El artículo 118 prevé actos que son llevados a cabo por el fallido en el período de sospecha 

y resultan ser inoponibles de pleno derecho a los acreedores de la quiebra; entre los cuales se 

encuentran: actos a título gratuito, pago anticipado de deudas y otorgamiento de preferencias 

respecto de obligaciones no vencidas. 

     Mientras que el artículo 119 se refiere a actos a título oneroso realizados por el fallido 

durante el período de sospecha que no sean de los enumerados en el artículo 118 LCQ, debe 
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acreditarse que el tercero conocía el estado de cesación de pagos del quebrado (esa acreditación 

se llevará a cabo por medio de presunciones o indicios graves y precisos) y que el acto produjo 

perjuicio en los acreedores (como el perjuicio se presume, será el tercero quien debe probar su 

inexistencia).  Esta acción de inoponibilidad la iniciará el síndico, para lo cual necesita la 

autorización previa de la mayoría simple del capital quirografario y admisible.  

     Pero en el caso de que el síndico no ejerza la acción, previa intimación del mismo por parte 

de los acreedores del fallido y transcurridos 30 días de la misma, cualquier acreedor interesado 

es quien puede deducir a su costa la acción de ineficacia por conocimiento de la cesación de 

pagos. 

     GEBHARDT(2008) considera que:  

Para establecer la fecha inicial del estado de cesación de pagos, el juez debe determinar 

cuándo comenzó efectivamente dicho estado y debe fijarla en dicha fecha, cualquiera que 

fuese su antigüedad y aún más allá de los dos años que contempla el artículo bajo estudio.    

El límite de retroacción a los efectos de las acciones de revocatoria concursal de esta sección 

no prejuzga sobre el momento real del nacimiento de la insolvencia, en cuanto esto pueda 

interesar para otros efectos.  Antes bien, la fecha efectiva del inicio del estado de cesación 

de pagos es la que debe fijar el magistrado en la resolución respectiva, pues ella, aunque no 

tenga incidencia a los fines de esta sección, sí la tendrá a otros efectos (entre éstos, a los 

fines relacionados con las responsabilidades de representantes y otros intervinientes 

contemplados en los arts. 173 y 174, LCQ) (p.116). 

7.5 Determinación de la fecha inicial de cesación de pagos 

Artículo 117 LCQ [Cesación de pagos: determinación de su fecha inicial] – “Dentro de los 

treinta (30) días posteriores a la presentación del informe general, los interesados pueden 

observar la fecha inicial del estado de cesación de pagos propuesta por el síndico. 

Los escritos se presentan por triplicado y de ellos se da traslado al síndico junto con los que 
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sobre el particular se hubieren presentado de acuerdo con el artículo 40. 

El juez puede ordenar la prueba que estime necesaria. 

La resolución que fija la fecha de iniciación de la cesación de pagos es apelable por quienes 

hayan intervenido en la articulación y por el fallido.” 

     GEBHARDT (2008) considera que:  

En el derecho comparado hay dos sistemas para la fijación del inicio de la insolvencia. Uno 

es el que tiene una precisa indicación de la ley.  Se trata de un tiempo fijo, precedente a la 

sentencia declarativa de la quiebra, variable según la naturaleza de los actos; dicho sistema 

es el adoptado por los Estados Unidos de América, Alemania, Austria y Hungría, entre otros. 

El segundo sistema legal, adoptado por nuestro país, es el que difiere a la decisión del juez 

de la quiebra la fijación del período sospechoso, luego de un trámite en el que existe 

cognición plena y donde son parte los acreedores, el deudor y los terceros eventualmente 

perjudicados (p.117). 

     El juez, por medio de una resolución judicial, es quien fija la fecha de la cesación de pagos 

respecto del fallido.  Para lo cual se vale de: 

- La información aportada por el deudor: 

el deudor al solicitar su concurso preventivo debe “explicar las causas concretas  

de su situación patrimonial con expresión de la época en que se produjo la cesación de 

pagos y de los hechos por los cuales ésta se hubiera manifestado” (art. 11 inc. 2 LCQ) 

- El Informe General del Síndico: 

El artículo 39 inc.6 LCQ establece que el síndico debe indicar “la expresión de la época en 

que se produjo la cesación de pagos, precisando hechos y circunstancias que fundamenten 

su dictamen”.  

GEBHARDT (2008) manifiesta:  
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Como producto de la actividad investigativa del síndico, debe resultar su expresión fundada 

de la época en que se produjo la cesación de pagos.  Es decir, no es una opinión, sino el 

resultado de una investigación, que deberá ir acompañada de la explicación precisa de los 

hechos y circunstancias que fundamenten el dictamen.  El síndico tomará como base, para 

identificar dichos hechos y circunstancias (…), a la enunciación de los hechos reveladores 

del art. 79 (p.39).  

En opinión de CASADIO MARTNEZ (2011): 

Por ser la cesación de pagos un estado de mayor o menor duración en el tiempo, debe 

hablarse de la fecha en que comienza y no de la fecha de cesación de pagos, dado que 

presentarla como un hecho ocurrido en determinada fecha induce a error, haciéndola 

confundir con los incumplimientos. Si bien la LCQ exige que el síndico indique la época, el 

art. 117 permite que los interesados puedan observar la fecha inicial del estado de cesación 

de pagos propuesta por el síndico.  Es decir, un día concreto atento a que el juez debe fijar 

“la fecha” de inicio de la cesación de pagos, estimamos que el síndico debe indicarla, es 

decir, día concreto y no sólo época, por la vaguedad que encierra. (p.185)  

- Las Observaciones al Informe General del Síndico:  

El artículo 40 LCQ dice “Dentro de los diez días de presentado el informe previsto en 

el artículo anterior, el deudor y quienes hayan solicitado verificación pueden presentar 

observaciones al informe; son agregadas sin sustanciación y quedan a disposición de 

los interesados para su consulta.”  

Mientras que el artículo 117 del mismo cuerpo legal dispone “Dentro de los treinta días 

posteriores a la presentación del informe general, los interesados pueden observar la 

fecha inicial del estado de cesación de pagos propuesta por el síndico. Los escritos se 

presentan por triplicado y de ellos se da traslado al síndico junto con los que sobre el 

particular se hubieren presentado de acuerdo con el artículo 40. El juez puede ordenar 
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la prueba que estime necesaria. La resolución que fija la fecha de iniciación de la 

cesación de pagos es apelable por quienes hayan intervenido en la articulación y por el 

fallido.” 

RIVERA (2010) refiere al respecto que:  

Si bien el artículo 40 de la LC fija en diez días el plazo para efectuar observaciones al 

informe general previsto en el artículo 39, ese plazo se extiende a treinta días para lo que se 

refiere a la exteriorización de la cesación de pagos (art.117, LC). Los interesados en efectuar 

las observaciones son los acreedores de cualquier tipo (quirografarios y privilegiados, 

verificados, admisibles, inadmisibles que tengan interpuesta revisión, verificantes tardíos), 

el fallido, los administradores del fallido y los terceros que pudieran verse afectados por la 

retroacción (p.252).   

     Las dos oportunidades que otorgan los artículos 40 y 117 de la LCQ para que los interesados 

observen el Informe General realizado por el síndico, no constituyen dos vías alternativas, sino 

que son dos momentos distintos dentro del proceso en donde puede llevarse a cabo tal 

impugnación. 

     Pasados los 30 días, habiéndose producido, o no, impugnaciones, el juez debe dictar una 

resolución en la que fije la fecha de iniciación de la cesación de pagos. Dicha resolución es 

apelable por el síndico (ya que el juez puede apartarse de la fecha aconsejada por él), el fallido 

y los demás intervinientes en el trámite. 

8. Extensión de la quiebra: Socios con responsabilidad ilimitada (artículo 160 de la LCQ) 

ROULLION (2012) manifiesta que en virtud de la responsabilidad que adquirió,  

el socio con responsabilidad ilimitada retirado o excluido antes de la quiebra social, pero 

después de la iniciación del estado de cesación de pagos de la fallida principal, también 

puede ser declarado en quiebra por extensión. En este caso, no rige el plazo máximo de 
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retroacción de dos años que prevé el art. 116 de la LCQ, a fin de establecer si fue excluido 

o retirado, después de producida la cesación de pagos (p.272). 

     Como se ve, cuando se trata de extender la quiebra a los socios con responsabilidad 

ilimitada, es muy importante la fijación de la fecha de cesación de pagos, ya que, habrá 

extensión de la quiebra respecto de los actos llevados a cabo por esos socios retirados o 

excluidos desde que se fijó dicha fecha de cesación y hasta la inscripción registral del retiro o 

exclusión. 

9. Responsabilidad de terceros 

     También es muy importante la fijación de la fecha de cesación de pagos cuando se trata de 

establecer la responsabilidad de representantes, administradores, mandatarios o gestores de 

negocios del fallido y terceros que actuasen dolosamente, ya que la misma se extiende a los 

actos anteriores a un año de la fecha de la cesación de pagos. 

 La LCQ 24.522 introdujo importantes reformas al instituto. 

     La ley 19.551 sólo preveía bajo la denominación de responsabilidad de terceros, la que en 

realidad correspondía a representantes e integrantes de órganos exclusivamente. El régimen 

vigente incorpora una nueva hipótesis (los terceros). Comprende dos situaciones: a) 

responsabilidad de representantes e integrantes de órganos de administración (como en el 

régimen anterior), y b) responsabilidad de terceros propiamente dicha. 

     Se organiza el nuevo régimen sobre las siguientes bases: 

i. Supera la dificultad interpretativa en torno al factor de atribución de responsabilidad, 

especificando que se trata exclusivamente de dolo (art. 173 LCQ). 

ii. Requiere autorización previa de acreedores para declarar expedito el ejercicio de la acción 

(art. 174 in fine). 
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iii. Trata aquí el régimen de complicidades (art. 173 segundo párrafo), que en la ley 19.551 

estaba estructurado dentro del capítulo dedicado a la calificación de conducta (instituto 

derogado con la ley 24.522) 

iv. Consagra un procedimiento específico: a) trámite por vía ordinaria; b) perención de 

instancia especial a los seis meses; y c) comienzo del cómputo de la prescripción a partir de la 

fecha de declaración de la quiebra. 

v. En lo demás subsiste el sistema anterior: a) época de acaecimiento de los hechos, b) plazo 

de prescripción (excepto que varía el comienzo de su cómputo, en tanto la 19.551 lo hacía 

desde la sentencia firme de quiebra, mientras que la 24.522 desde que se ha dictado la sentencia 

de quiebra sin importar si no está firme), c) ejercicio de acciones sociales en la quiebra, d) 

continuación de las ya iniciadas, e) medidas precautorias, y f) trámite por remisión a la 

revocatoria concursal. 

vi. Los hechos generadores respecto a los administradores y mandatarios al igual que en el 

régimen anterior son: 1) disminución de la responsabilidad patrimonial; 2) haber sido la causa 

de la cesación de pagos. Respecto a los terceros son: realización de actos tendientes a la 

disminución del activo o exageración del pasivo. 

vii. El objetivo del instituto, es decir, el daño resarcible consiste en: a) la indemnización de los 

perjuicios causados, y b) en el caso de los terceros, además, el reintegro de los bienes que aún 

tengan en su poder." 

   9.1. Responsabilidad de representantes 

El primer párrafo del artículo 173 LC establece: “los representantes, administradores, 

mandatarios, o gestores de negocios del fallido que dolosamente hubieren producido, 

facilitado, permitido o agravado la situación patrimonial del deudor o su insolvencia, deben 

indemnizar los perjuicios causados.” 
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Se establece que se incluye a todos aquellos sujetos (personas humanas) que forman parte 

de la actividad patrimonial y empresarial en el ámbito jurídico negocial del fallido ya sea en 

forma funcional (administrador, miembros del directorio, socio gerente, etc.) contractual 

(mandatario, gestor de negocios, etc.) o legal (representante, presidente del directorio, etc.) y, 

en general, aquellos que han tenido poder de disposición sobre los bienes del quebrado, 

incluyéndose, atento que la enunciación no es taxativa, al interventor y administrador judicial, 

padres, tutores o curadores que administren el patrimonio de sus hijos menores o pupilos, gestor 

de negocios, administradores y representantes sociales, así como también administrador de la 

sucesión, interventor judicial o el fiduciario. 

9.2. Responsabilidad de terceros propiamente dicha 

El segundo párrafo del artículo 173 dice: “Quienes de cualquier forma participen 

dolosamente en actos tendientes a la disminución del activo o exageración del pasivo, antes o 

después de la declaración de quiebra, deben reintegrar los bienes que aún tengan en su poder e 

indemnizar los daños causados, no pudiendo tampoco reclamar ningún derecho en el 

concurso.” 

Según Rivera, (2000) la ley alude a todos los terceros, con lo cual comprende a las personas 

físicas o jurídicas que hayan contribuido al resultado dañoso: exageración del pasivo u 

ocultación del activo. 

  De allí que queden comprendidos: 

 los que hayan otorgado actos simulados; lo que incluye a testaferros y en general, los que 

hayan aceptado aparecer como acreedores sin serlo; 

 los que hayan otorgado actos declarados inoponibles a la masa en los términos de los 

artículos 118 o 119 de la LC; con lo cual la acción de responsabilidad del tercero puede 

acumularse a la acción del artículo 119 de la LC; 
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 los que hayan recibido beneficios singulares de parte del fallido antes o después de la 

quiebra, pues estos actos normalmente causan una disminución del activo o violan la igualdad 

de los acreedores (p.283). 

   9.3. Recaudos necesarios para la configuración de la responsabilidad de representantes 

y terceros 

A- Conducta antijurídica:  

La ley concursal considera conducta antijurídica producir, facilitar, permitir o agravar la 

situación patrimonial o la insolvencia del deudor. 

Conforme lo expuesto por Rivera producir equivale a ocasionar; facilitar es hacer posible la 

situación patrimonial del deudor; agravar es hacer más extenso el resultado dañoso; y permitir 

sería una conducta omisiva: no impedir lo que se pudo evitar. Roullion (2012) disiente en este 

punto, expresa que " la conducta legalmente reprochada es la participación en actos (lo cual 

excluiría la conducta omisiva) tendientes a la disminución del activo o la exageración del 

pasivo ". (p.284). 

B- Factor de atribución: 

  Sólo el dolo permite atribuir responsabilidad en estas acciones. 

Al respecto opina RIVERA, ROITMAN, VITOLO (2000) "La ley 24522 pone fin a la 

discusión que al respecto se planteó durante la vigencia de la ley 19551. La nueva ley 

restringe el factor de atribución al dolo. Encuentra los fundamentos de esta solución en 

que:  

- En primer lugar, se trata de un supuesto extraordinario de responsabilidad, que tiene su 

origen en el proceso falencial. Cualquier daño no es resarcible por la acción concursal. Se 

debe entender por daños causados al concurso (quiebra), la sustracción de bienes del activo 
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que constituían la prenda común de los acreedores, sin el correspondiente contravalor, 

pudiendo extenderse también a operaciones ruinosas, créditos con elevada tasa de interés y 

cualquier otra que importe en definitiva un agravamiento de la responsabilidad patrimonial, 

obedeciendo ésta limitación a que son éstos los únicos daños que le interesa resarcir al 

concurso, como medio para lograr la reconstrucción del patrimonio del deudor, proteger el 

interés general y satisfacer el interés particular de los acreedores. De todo otro daño debe 

intentarse su resarcimiento por los medios normales que el Derecho ha instituido, y 

ejercitarse dentro de los plazos de prescripción del Derecho común (que se computa desde 

que los hechos se cometieron); en cambio éstos hechos, que necesitan del presupuesto de 

la quiebra para poder intentarse su reclamo, tienen un cómputo de prescripción a partir de 

la declaración de falencia y desaparecen como causal autónoma de resarcimiento si por 

cualquier motivo concluyese el procedimiento concursal  

- En segundo lugar, si se admitiera el obrar culposo, se podrían revisar todos los actos 

realizados con la sociedad fallida durante el período de cesación de pagos, más el año 

adicional de retroacción. Admitir la culpa para los supuestos previstos por la norma es 

prácticamente no dar seguridad a las transacciones comerciales que requieren para su 

eficacia plazos breves de impugnación y certeza de firmeza definitiva.  

- En tercer lugar, en cuanto a los hechos de terceros, admitir la culpa podría llegar a resultar 

incongruente con el sistema de revocatoria concursal, que hoy admite la eficacia del acto 

cuando se demostrare que no hubo perjuicio (art. 119 LC) (p.285). 

   Sin embargo, es interesante el alcance dado al dolo en el fallo “Bepez AS s/ quiebra c/ Levy 

Augusto Claudio José s/ ordinario”, de la CNCom, Sala E, del 6 de julio de 2016 donde se 

establece que en casos donde se pretende responsabilizar al director de una Sociedad Anónima, 

el dolo puede ser también de carácter eventual, ya que la norma no lo descarta. Puesto que una 

interpretación contraria de la norma la tornaría de difícil aplicación. 
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      Agrega que “la acepción del dolo que más se ajusta a la naturaleza del obrar del 

administrador de la fallida es aquella que alude a la omisión en el cumplimiento de una 

obligación legalmente impuesta. 

     La falta de registros contables implica una violación de la ley, pues la obligatoriedad de 

llevar registros contables es de carácter legal y ese obrar omisivo nos conduce directamente a 

la noción de dolo obligacional. 

     La noción de dolo a la que alude el art 173 LC ya estaba siendo equiparada por la 

jurisprudencia al dolo eventual y este concepto resulta en consonancia con lo dispuesto por el 

artículo 1724 del Código Civil y Comercial que considera que el dolo se configura por la 

producción de un daño con manifiesta indiferencia por los intereses ajenos(...)” 

C- Relación de causalidad: 

      Es la relación causa-efecto que debe existir entre la conducta antijurídica y el resultado 

dañoso. En estas acciones la conducta de representantes y terceros debe estar vinculada a la 

insolvencia y situación patrimonial del fallido. 

D- Daño: 

     Se requiere la insolvencia del fallido o el agravamiento del estado de cesación de pagos, que 

provoca la insatisfacción de los créditos de los acreedores. 

      Para el caso de terceros, en cuanto al daño resarcible, la norma específicamente lo relaciona 

directamente con el valor de los bienes disminuidos del activo, con más la indemnización 

correspondiente por el efectivo daño causado por el actuar, y en el caso de que el bien estuviese 

aún en poder del tercero deberá ser reintegrado. Cuando la conducta fue dirigida a la 

exageración del pasivo, el daño será cuantificado teniendo en cuenta conforme a la cuota 
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concordataria o el dividendo falencial que haya percibido con más sus accesorios, los daños 

efectivos producidos, con más los gastos y costas irrogados. 

       Además de ello, la ley impone una sanción accesoria que es la pérdida de todo derecho 

que le corresponda al tercero acreedor en la quiebra, sin poder verificar y cobrar dividendo.      

Solución que ha sido atacada en cuanto a su constitucionalidad, por afectar el derecho de 

propiedad del acreedor. 

   9.4. Régimen procesal 

Estas cuestiones se refieren a las acciones contra representante y terceros, no incluyen a las 

acciones de responsabilidad societaria. 

 Momento en que deben realizarse los actos: 

Para encuadrar en el supuesto de responsabilidad, dichos actos deben ser otorgados hasta un 

año antes de la fecha de inicio del estado de cesación de pagos (conf. art. 174 LC). 

 Trámite: 

     La acción tramitará por las normas del juicio ordinario, salvo acuerdo entre partes para 

hacerlo por vía incidental (art 176 y su remisión al art. 119 LC). La sentencia que se dicte es 

apelable. 

 Legitimación activa: 

   La acción es ejercida por el síndico; está sujeta a autorización previa de la mayoría simple de 

capital quirografario verificado y declarado admisible y no está sometido a tributo previo, sin 

perjuicio de su pago por quien resulte vencido (Conf. Art. 176 y su remisión al 119 LC). 

Sin embargo, ante la inacción del síndico, cualquier acreedor interesado puede deducir la 

acción, a su costa, transcurridos 30 días desde que haya intimado judicialmente al síndico para 
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que la inicie. El Juez puede ordenarle que afiance las eventuales costas del proceso bajo 

apercibimiento de tenerlo por desistido. (conf. art. 176 y su remisión al art. 120 LC). 

 Perención de Instancia:  

La instancia perime a los 6 meses. 

 Prescripción: 

Las acciones de responsabilidad están sometidas a la prescripción de 2 años contados desde 

la fecha en que se dicta la sentencia de quiebra. 

Se critica la incongruencia entre éste plazo y la fijación de la fecha de inicio de cesación de 

pagos cuyo incidente de determinación puede superar eventualmente aquel plazo. Al respecto 

se sostiene, la acción quedará expedita cuando se haya determinado judicialmente la fecha de 

inicio del estado de cesación de pagos, que será la que determinará qué conductas antijurídicas 

reprochables quedarán afectadas por la acción. Entendemos que, ante tal panorama, debe 

aplicarse el art. 2550 CCyCN que impone una dispensa de las consecuencias de la prescripción, 

cuando existiese una imposibilidad de hecho para incoar la acción respectiva, si se promoviera 

ésta dentro de los 6 meses de cesada aquella imposibilidad. Para otros nada impide que la 

acción se incoe antes de que se fije la fecha de inicio del estado de cesación de pagos, y la 

demanda interrumpirá la prescripción (Maffía). 

Las acciones se extinguirán por la conclusión no liquidativa de la quiebra, pues tal forma 

conclusiva convierte en abstracta la recomposición patrimonial buscada con el ejercicio de las 

acciones referidas. 

  Sobre este punto ROULLION (2012) establece que: 

Las acciones de responsabilidad patrimonial de terceros carecen de razón de ser y no pueden 

promoverse, deben juzgarse extinguidas o, en su caso, rechazarse si no hay insuficiencia de 
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activo en la quiebra liquidativa, si no hay acreedores, si éstos no están insatisfechos o si han 

sido desinteresados por algún modo de conclusión no liquidativa de la quiebra (avenimiento, 

pago total). Queda así centrado el campo de operatividad de los mecanismos tendientes a la 

mejora del -usualmente insuficiente- activo repartible: la quiebra liquidativa sin pago total 

de un sujeto fallido persona física o persona jurídica (p.285). 

9.5. Acciones sociales de responsabilidad 

  El art. 175 LC establece: "El ejercicio de acciones de responsabilidad contra socios 

limitadamente responsables, administradores, síndicos y liquidadores, corresponde al Síndico. 

Acciones en trámite: si existen acciones de responsabilidad iniciadas con anterioridad, 

continúan por ante el Juzgado del concurso. El síndico puede optar entre hacerse parte 

coadyuvante en los procesos en el estado en que se encuentren o bien mantenerse fuera de ellos 

y deducir las acciones que corresponden al concurso por separado." 

La Ley General de Sociedades regula acciones individuales (que pueden ser iniciada por los 

socios, accionistas o terceros - art. 279 LGS) o sociales; son aquellas que corresponden a la 

sociedad, previa resolución del órgano de gobierno (art. 276 LGS). Y conforme al art. 277. — 

Si la acción prevista en el primer párrafo del artículo 276 no fuera iniciada dentro del plazo de 

tres (3) meses, contados desde la fecha del acuerdo, cualquier accionista puede promoverla, sin 

perjuicio de la responsabilidad que resulte del incumplimiento de la medida ordenada. También 

pueden iniciarlas los socios cuando se hayan opuesto formalmente a la gestión de 

administradores y dicha oposición importe el 5% del capital social (art. 276, in fine, LGS). 

La legitimación pasiva de estas acciones corresponde a los socios con responsabilidad 

limitada, los administradores, síndicos e integrantes de los órganos de fiscalización y 

controlantes no socios. Debe dejarse en claro que el art 274, par 3°, LGS, impone la solidaridad 

en la responsabilidad para los integrantes del órgano de administración por los actos de éste, 



42 
 

salvo que se haya dejado constancia de la contraposición al acto colegial, lo que lo eximiría 

individualmente de responsabilidad. 

  Para conocer cómo se desarrollan dentro del ámbito de la responsabilidad estas acciones 

debemos recurrir a la ley 19.550. Y en ella vemos que las conductas antijurídicas reprochadas 

son varias, siendo las primordiales el mal desempeño en el cargo (arts. 59 y 274, LGS), la 

violación de la ley, estatuto o reglamento (art 274 LGS), la violación de la prohibición de 

contratar (art. 271 LGS) o la realización de actos contrarios al interés social (art.272, LGS) o 

en competencia (art. 273 LGS) por parte de los administradores, abuso de control o de la 

personalidad jurídica (art. 254 LGS) respecto de los socios el voto positivo de decisiones nulas 

(art. 254 LGS), también los integrantes de los órganos de fiscalización por incumplimiento de 

sus obligaciones de control (art 296, LGS), entre otras.  

  Tales conductas se corresponden con factores de atribución subjetivos, comprendiéndose 

tanto la culpa como el dolo. 

  La culpa será relacionada con el paradigma comercialista del "buen hombre de negocios" 

recogido por la primera parte del art 59, LGS. 

Estas acciones no darán lugar a la indemnización de los daños causados a los acreedores, 

sino que, siendo reguladas por el régimen societario, el daño indemnizable será el que se ha 

producido a la sociedad sin limitación alguna relacionada con el pasivo concursal, si la 

indemnización fuese mayor al pasivo habrá saldo que se devolverá a los socios de la sociedad 

(art. 228, par 2° LC). Si existiese daño a los acreedores, deberá instarse la acción del art. 173 

LC. 

9.6. Cuestiones procesales 
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El art. 176 LC dispone que el síndico puede pedir al juez la traba de medidas cautelares, 

bajo responsabilidad de la quiebra, debe acreditar verosímilmente el derecho que pretende 

resguardar con ellas y acreditar el peligro en la demora. 

La competencia corresponde al juez de la quiebra, aplicándose en lo pertinente los arts. 119 

y 120 LC. Por lo tanto, las partes podrán acordar que la acción tramite por incidente. Se requiere 

autorización de los acreedores para que el síndico pueda ejercerla (mayoría simple de capital 

quirografario y declarado admisible). Cualquier acreedor podrá intimar al síndico para que 

inicie la acción y si no lo hace en 30 días podrá iniciarla el acreedor a su costa. 

10. Jurisprudencia 

      En el presente apartado, se citan dos fallos que forman parte de la jurisprudencia concursal 

argentina, relativos a la determinación de la fecha de cesación de pagos y a la acreditación de 

los hechos reveladores. 

   10.1. "SUCESORES de SCHREIBER, Conrado Guillermo S/ Quiebra"  

     Podemos considerar que una lectura elemental y primera del art. 116 de la L.C.Q. 24522 

podría conducir al equívoco de sostener que la fecha de cesación de pagos - que debe 

determinar el juez concursal- no puede extenderse más allá de los dos (2) años de la fecha del 

auto de quiebra o de presentación en concurso preventivo. Sin embargo, ello no es así desde el 

momento mismo que el art. 116 de la L.C.Q. establece el límite temporal bienal "a los efectos 

previstos por esta sección", con lo cual, fuerza es concluir que el mencionado corset legal no 

juega para los restantes efectos previstos en el estatuto falencial "El denominado período de 

sospecha es aquel que transcurre entre la fecha de inicio del estado de cesación de pagos y la 

sentencia de quiebra. En nuestro sistema aquella fecha de inicio del estado de cesación de pagos 

será fijada judicialmente a través del procedimiento determinado por la ley teniendo en cuenta 

los hechos reveladores de aquel estado, sin ningún límite temporal (art. 116 segundo párrafo 
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L.C.Q.), sin embargo, los efectos de la retroacción de inoponibilidad no pueden extenderse más 

allá de dos años desde la sentencia de quiebra o de la presentación en concurso preventivo (art. 

116 primer párrafo L.C.Q.). Aunque es común en general y casi sin excepciones igualar el 

período de sospecha con la llamada retroacción, es decir el que no puede superar los dos años, 

por nuestra parte entendemos que la ley no los confunde, o más bien, ante la definición dada, 

los distingue. Entonces, el período de sospecha se cuenta desde la fecha concreta fijada por el 

juez como de comienzo del estado de cesación de pagos, la cual, si no supera los dos años, 

coincidirá con la retroacción, en cambio, si se supera dicho límite serán diferentes. La ley 

reserva la denominada retracción para las inoponibilidades concursales de los arts. 118 y 119 

L.C.Q. 

   10.2 “PERRONE, MARIO SALVADOR s/Concurso Preventivo” 

     El deudor apeló la resolución por la cual el juez de grado rechazó su petición de 

concursamiento, al juzgar que no se encontraba en cesación de pagos o en la inminencia de 

estarlo. 

      Para así decidir el magistrado de primera instancia alegó que el propio reconocimiento es 

insuficiente si no se encuentra corroborado mediante algún otro hecho revelador del mismo. 

     La Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, a fin de decidir manifestó 

Que “la suficiencia del pedido como requisito autónomo y habilitante para el 

concursamiento como para el decreto de propia quiebra resulta una cuestión que ha 

presentado diversos matices en el campo doctrinario”. 

     Sentado ello, los camaristas puntualizaron que “aun cuando esta Sala reconoce que el 

carácter confesorio del estado de cesación de pagos (que resulta de la presentación de la 

demanda y ampliación) no es vinculante para el magistrado, en la ponderación técnica que cabe 

en el caso bajo examen, los elementos y datos aportados no permiten evidenciar que aquella 

confesión constituya una mentira fraudulenta que deba ser develada y reprimida”. 
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     Al pronunciarse en tal sentido, el tribunal expuso que “adquiere virtualidad el 

reconocimiento de la desatención de las acreencias quirografarias individualizadas y sus 

causas; así como el juicio ejecutivo denunciado en el cual se habría dictado sentencia de trance 

y remate por la suma de U$S 21.149,96 en concepto de capital (art. 79 inc. 2, art. 11:5 LCQ)”. 

    Luego de precisar que “los "hechos reveladores" no son, en la economía de la ley, más que 

la premisa menor de un silogismo cuya premisa mayor está constituida por el significado 

regular y uniforme que tales hechos tienen en el comercio, a saber, la implicancia de 

insolvencia (cfr. Puga Vial, J.E. Derecho Concursal. El juicio de quiebras, Editorial Jurídica de 

Chile, Santiago de Chile, 1989, pág. 30)”, los Dres. Alejandra N. Tévez y Rafael F. Barreiro 

concluyeron que “cabe dar por suficientemente explicitado el requisito legal con las 

explicaciones formuladas por el deudor”, revocando de este modo el pronunciamiento de 

grado. 

   10.3. “INMANTEC S.R.L. LE PIDE LA QUIEBRA OSDE ORGANIZACION DE 

SERVICIOS DIRECTOS EMPRESARIOS” 

     La sala C de la Cámara Nacional de Comercio revoca el pronunciamiento del juez de 

primera instancia que había rechazado el pedido de quiebra formulado por el deudor en los 

términos del art 84 del LC basándose en la suficiencia del patrimonio del deudor.  

     El rechazo de la demanda se funda en la inacción por parte del acreedor de instar otras vías 

de cobro del crédito. La Cámara rechaza el mismo porque considera que ese argumento del 

aquo carece de apoyatura legal.  

11. Conclusión 

     En nuestro país deben darse dos presupuestos para la apertura de un proceso concursal: el 

subjetivo, referido al sujeto concursable y el objetivo que alude a la situación patrimonial de 

ese sujeto. Nuestra Ley de Concursos y Quiebras adopta en cuanto al presupuesto objetivo el 
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estado de cesación de pagos. Concepto que, como puede verse a lo largo del presente trabajo, 

ha sufrido una evolución a lo largo del tiempo. 

     En un principio se trataba de un concepto completamente subjetivo ya que las deudas se 

cobraban directamente con la persona del deudor. Desde su regulación normativa ha ido 

evolucionando hacia una acepción más objetiva.  

     Actualmente nuestra legislación estableció como parámetros para identificar el estado de 

cesación de pagos una serie de hechos reveladores, que, si bien no se han establecido en forma 

taxativa, configuran en la práctica un límite para los jueces ya que no se apartan de los mismos 

a la hora de dictar sus sentencias. 
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